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Goiburú y otros vs. Paraguay

El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición 
forzada de Agustín Goiburú, Carlos José Mancuello y los hermanos Rodolfo y 
Benjamín Ramírez Villalba por parte de agentes militares, así como por la falta 
de investigación y sanción de los responsables.

Hechos
Los hechos del presente caso se enmarcan dentro del gobierno del General 
Alfredo Stroessner, donde existió una práctica sistemática de detenciones 
arbitrarias, detención  prolongada sin juicio, torturas y tratos crueles, inhumanos 
y degradantes, muertes bajo tortura y asesinato político de personas señaladas 
como “subversivos” o contrarias al régimen. El  doctor Agustín Goiburú Giménez 
era un médico paraguayo, afiliado al Partido Colorado, y fundador de un grupo 
político opositor.  

El 9 de febrero de 1977 Agustín Goiburú Giménez fue detenido en Argentina por 
agentes del Estado paraguayo o por personas que actuaban con su aquiescencia, 
luego llevado al  Departamento de Investigación de la Policía en Asunción, donde 
se le mantuvo incomunicado, torturado y posteriormente fue desaparecido. La 
desaparición del doctor Goiburú ha sido  parte de una acción coordinada entre 
las fuerzas de seguridad paraguaya y argentina que formó parte de la Operación 
Cóndor.  - El señor Carlos José Mancuello Bareiro era un ciudadano paraguayo 
que estudiaba ingeniería en La Plata, Argentina. Fue detenido el 25 de noviembre 
de 1974, en la aduana  paraguaya cuando ingresaba al país desde Argentina 
con su esposa Gladis Ester Ríos de Mancuello y su hija de ocho meses. El 23 
de noviembre de 1974 fueron detenidos los  hermanos Benjamín y Rodolfo 
Ramírez Villalba, el primero al entrar desde Argentina en la frontera paraguaya 
y el segundo en la ciudad de Asunción. El señor Mancuello y los  hermanos 
Ramírez Villalba, a quienes se acusaba de pertenecer a un grupo terrorista que 
preparaba un atentado contra Stroessner, supuestamente liderado por el doctor 
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Goiburú,  estuvieron detenidos en el Departamento de Investigaciones, entre 
otras dependencias. Las víctimas permanecieron detenidas por veintidós meses, 
fueron objeto de torturas durante  ese período, mantenidos en incomunicación y 
posteriormente desaparecidos.  

Sus familiares interpusieron una serie de recursos para encontrar sus paraderos, 
investigar los hechos y sancionar a los responsables. No obstante, éstos no 
tuvieron éxito.

I. Fondo
Artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de 
la misma

Sin perjuicio de lo mencionado anteriormente respecto del allanamiento del 
Estado por la violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención, en razón de 
las graves circunstancias y el contexto en que acontecieron los hechos (…), el 
Tribunal considera pertinente analizar y precisar ciertos aspectos relativos a dichas 
violaciones. En tal sentido, la Corte analizará: a) el reconocimiento del carácter 
continuado de las desapariciones forzadas de personas; b) la responsabilidad 
internacional del Estado agravada por los hechos ocurridos en el marco de la 
Operación Cóndor y por las faltas a la obligación de investigarlos efectivamente; 
y c) la alegada violación del derecho a la integridad personal de los familiares de 
las presuntas víctimas.

El reconocimiento del carácter continuado o permanente de las desapariciones 
forzadas de personas.

El Estado reconoció la competencia de la Corte “para conocer del presente 
caso”, en razón de haber ratificado la Convención y reconocido la jurisdicción 
contenciosa de la Corte. Pero más allá de la cuestión procesal y la competencia 
formal de la Corte, al allanarse el Estado no se limitó a considerar los hechos 
como violaciones a los derechos a la vida, libertad e integridad personales, sino 
que expresamente las calificó como desaparición forzada de personas de carácter 
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continuado. Ello se desprende claramente de los términos de su allanamiento 
por la violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención en perjuicio de las 
víctimas, por su “desaparición forzada hasta la fecha”, así como de la referencia 
que hizo el Estado a la competencia del Tribunal para este caso, “en razón de lo 
dispuesto en el artículo XIII de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas”, así como en el artículo III de la misma, el cual establece 
que este delito “será considerado como continuado o permanente mientras no se 
establezca el destino o paradero de la víctima”.

La Corte aprecia la buena fe del Estado al efectuar su allanamiento. Además 
de contribuir a la definición de su propia memoria histórica, el Estado impulsa 
así a la consolidación de una perspectiva de la comunidad internacional, y en 
particular del sistema interamericano, comprensiva de la gravedad y el carácter 
continuado o permanente y autónomo del delito de desaparición forzada de 
personas. La necesidad de tratar integralmente la desaparición forzada como 
una forma compleja de violación de derechos humanos, llevan a este Tribunal a 
analizar en forma conjunta los artículos 4, 5 y 7 de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma, en el presente capítulo.

II. Derechos Humanos de Naciones Unidas
La necesidad de considerar integralmente el delito de desaparición forzada en 
forma autónoma y con carácter continuado o permanente, con sus múltiples 
elementos complejamente interconectados y hechos delictivos conexos, 
se desprende no sólo de la propia tipificación del referido artículo III en la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los travaux 
préparatoires a ésta, su preámbulo y normativa, sino también del artículo 17.1 
de la Declaración de Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas de 1992, que incluso agrega un elemento 
más, ligado al deber de investigación, al señalar que el delito de referencia debe 
ser considerado “permanente mientras sus autores continúen ocultando la suerte 
y el paradero de la persona desaparecida y mientras no se hayan esclarecido los 
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hechos”. La jurisprudencia internacional refleja también este entendimiento y en 
similares términos se refieren los artículos 4 y 8(1)(b) de la señalada Convención 
Internacional de Naciones Unidas en la materia.

En definitiva, la Corte estima que, tal como se desprende del preámbulo de la 
Convención Interamericana señalada, ante la particular gravedad de estos delitos 
y la naturaleza de los derechos lesionados, la prohibición de la desaparición 
forzada de personas y el correlativo deber de investigarlas y sancionar a sus 
responsables han alcanzado carácter de jus cogens.

III. Reparaciones
La Corte dispone que,

- La Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas constituye per se una forma de 
reparación

- El Estado debe realizar inmediatamente las debidas diligencias para activar y 
completar efectivamente, en un plazo razonable, la investigación para determinar 
las correspondientes responsabilidades intelectuales y materiales de los autores 
de los hechos cometidos en perjuicio de los señores Agustín Goiburú Giménez, 
Carlos José Mancuello Bareiro, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín Ramírez 
Villalba, así como llevar a término los procesos penales incoados. Además, 
dichos resultados deberán ser públicamente divulgados por el Estado en un plazo 
razonable. En este sentido, el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias, 
de carácter judicial y diplomático, para juzgar y sancionar a todos los responsables 
de las violaciones cometidas, impulsando por todos los medios a su alcance las 
solicitudes de extradición que correspondan bajo las normas internas o de derecho 
internacional pertinentes. Asimismo, Paraguay, al igual que los demás Estados 
partes en la Convención, deben colaborar entre sí para erradicar la impunidad 
de las violaciones cometidas en este caso mediante el juzgamiento y, en su caso, 
sanción de sus responsables y a colaborar de buena fe entre sí, ya sea mediante 
la extradición o el juzgamiento en su territorio de los responsables de los hechos.
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- El Estado debe proceder de inmediato a la búsqueda y localización de los señores 
Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez Villalba y 
Benjamín Ramírez Villalba y, si se encuentran sus restos, deberá entregarlos a la 
brevedad posible a sus familiares y cubrir los eventuales gastos de entierro.

- El Estado debe llevar a cabo, en el plazo de seis meses, un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad y de desagravio.

- El Estado debe publicar, en el plazo de seis meses, en el Diario Oficial y en otro 
diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 39 a 41 y 48 
a 54 del capítulo

relativo al allanamiento parcial, los hechos probados de la Sentencia de Fondo, 
Reparaciones y Costas sin las notas al pie de página correspondientes; el capítulo 
llamado “Responsabilidad internacional del Estado en el contexto del presente 
caso”; los párrafos considerativos 80 a 104 y 111 a 113, y la parte resolutiva de 
la misma.

- El Estado debe proveer a todos los familiares de los señores Agustín Goiburú 
Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín Ramírez 
Villalba, previa manifestación de su consentimiento para estos efectos, a partir 
de la notificación de la presente Sentencia y por el tiempo que sea necesario, sin 
cargo alguno y por medio de los servicios nacionales de salud, un tratamiento 
adecuado, incluida la provisión de medicamentos.

- El Estado debe construir, en el plazo de un año, un monumento en memoria de 
los señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez 
Villalba y Benjamín Ramírez Villalba.

- El Estado debe implementar, en un plazo razonable, programas permanentes de 
educación en derechos humanos dentro de las fuerzas policiales paraguayas, en 
todos los niveles jerárquicos.

- El Estado debe adecuar, en un plazo razonable, la tipificación de los delitos de 
tortura y desaparición “forzosa” de personas contenidas en los artículos 236 y 309 
del actual Código Penal a las disposiciones aplicables al Derecho Internacional 
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de los Derechos Humanos.

- El Estado debe pagar en efectivo a los familiares de los señores Agustín 
Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín 
Ramírez Villalba, en el plazo de un año, por concepto de la indemnización por 
daño material, las cantidades fijadas en el párrafo 155 de la Sentencia de Fondo, 
Reparaciones y Costas.


